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En vista que se ha acreditado la calidad con que actúan los solicitantes y que está
legitimada su intervención en csic procedimiento es rtrocedente:

a) Tenet por parle . S.A. de C.V., a través de SU
apoderado general administrativo y judicial, licencíate

y por agregada la documentación que anexa a su escrito
de folios 34-47,

b) lenei poi parte a •• S.A. de (J.V., a través de su
apoderada especial, licenciada
apoderado judicial con clausula especial, licenciado

y por agregada la documentación que a

de folios 54-62 y 73-75.

I.

. y

rtexan a sus escritos

ASPECTOS DE PRONUNCIAMIENTO PREVIO

£

I El licenciad! en su calidad de apodera lo de I
S.A. de C.V., manifestó que en el presente proceso exisle un irrespeto e inobservancias al deb

proceso, dado qué la Defensoria del Consumidor no ha seguido el procedimiento esta
Protección al Consumidor en adelante LPC . pese a que la denunciante solicite
aplicaran los medios alternos de solución de conflictos, lo cual no se verificó.

»Iecido en la Ley de

:> por escrito que se

De igual forma, detalla que se ha irrespetado el procedimiento previsto en el (Capítulo V, artículos
24 y25 de la Ley de Regulación Sobre el Misional de Crédito de las Personas en adelante LRSIIKT-
ya que al haber remitido la información solicitada poi la Gerencia de Atención Descentralizada no si
obstaculizó las funciones de vigilancia e inspección de la Defensoria, cumpliendo co i ello lo establecido



en el artcuio 24 inciso segundo de la LRSIHCP, acudo innecesario pot tanto, el inicio del procedimiento
idiniuisllalivo saín ionadoi

Sumado a lo anterior, expone que este Tribunal, en aplicación al artículo 25 de la citada ley y
siguiendoel debido proceso, debió diciar una resolucióndentro de los cinco días hábiles siguientes,después
de recibido d caso, lo que. no realizó, sino que, dio inicio al procedimiento administrativo sancionatorio,
omitiem o también pronum ¡arseacerca de si procedíao no la rectificación o cancelación de dalos, asi como.
as sancionesque correspondían de conformidad con la LRSI1II !P.

1. Poi su parle, los apoderado, ,i. s.A. de C.V., además de pronunciarse
necios de fondo relativos a las infracciones que se le atribuyen, alegan que no comparten la
ación que hace el Tribunal Sancionado! de la Delcnson'a del Consumidor, respecto de obviar la
n de los medios alternos como formas de resolver un conflicto, sustituidos por el inicio de un

procedimiento sancionador, sin tomar en cuenta los elementos de interpretación, y, especialmente, el
espíritu de la ley. citando jurisprudencia emitida la Sala de lo Civil de la Corte Suprema de Justicia, en la
que sostuvo, que existe equivocación en la interpretación de una norma, cuando se desatiende el tenor literal
de la ley cuando su sentido es claro, sea porque el juzgador haya ido más allá de la intención de la ley, o
porque la haya restringido a pretexta de consulta SU espíritu.

lálesc sentido, expresa que la interpretación debe enlendci.se respecto a los electos del avenimiento,
poi haberse sometido las parles a los medios de solución de controversias, I" que constituye la intención o
espii iiu del legislador, pues eso es lo que se establee ¡Ó al creardicho mecanismo en la 1,1'C, de conformidad
con el articulo 19 del Código Civil en adelante CC . y no que el Tribunal abriera un procedimiento
sancionatorio de forma potestativa, que dejara sin efecto la voluntad tic las parles de querer resolver sus
asuntos a través de tales medios, lo que considera una violación al principio constitucional de legalidad.

Respecto del procedimiento seguido porel CentrodeSolución de Controversias enadelante CSC
mam lies aque ge h.i inaplicado lo dispuesto en el ai líenlo 25 de la I RSIHCP, yaque, no obstante el agente
económico remitió la documentación solicitada, lomando como base la disposición en comento, el CSC
con loda la información recabada en el procedimiento debió dictar una resolución motivada en la que se
indicara ?i procedía o no la rectificación, modificación o cancelación de dalos, asi como las sanciones que
correspo idfan, loque, señala además, tendría que ser decidido por el Iribunal Sancionador. Iai ese sentido.
expone <ue el esc únicamente se limitó a remitir el expediente administrativo al rribunal Sancionado!
para que se iniciara el procedimiento en contra de su representada sin haberse identificado tanto la
infracción incurrida por la conducta del agente económico, como los resultados de la investigación
realizad!. situación que considera una viola ion a los derechos del deludo proceso ydefensa, generando un
ciave vicio de nulidad del procedimiento administrativo.

I n cuanto al procedimiento seguido por este Tribunal, manifiesta que en el auto medíanle el cual
se tuvo por recibido el expediente remitido poi el CSCy sedio inicio al presente procedimiento, seaseveró
que de la denuncia y la documenta ion se '.olería que con la conducta del agente económico se habría
inobsérvalo lo dispuesto en el articulo 28 lenas a)eí) de la LRSIHCP, concediendo un pía/., de tres .lia-
para lod, s las palles uilei vinienlcs. lo i nal. expone constituye los viuosdc nulidad siguientes: Id primero,

i que el Tribunal Sancionad.!! se "auto-atribuye funciones o potestades de las que tegalmente
pues considera que a ésle no lecompele imputar, a partir de la referida denuncia, conduelas ¡licitas
poderdante, pues ello supone la inobservancia de los principios de imparcialidad, va que noexiste

separación entre el ente ¡nstructoi y de. isor; y, el segundo, se debe a que este Iribunal ha incumplido lo
dispuesto en el inciso Iereero de artículo 50 de la I RSII Kl\ el cual establece que el "procedimiento para

sobre as

inlcrprel

aplicacié

estriba c

carece".

conlia si



la aplicación de las sanciones será de conformidad a lo establecido en la Lev de /. respectiva entidad
supervisora".

I 11 ese sentido, señala, que el procedimiento administrativo sancionatorio que.debe observarse en
el presente caso, es el que se encuentra contemplado cu el artículo 143 y siguientes dif la l.PC, por lo que
resulta, a su criterio, que el Tribunal al crear un procedimiento distinto basado en
LRSIHCP, reduce sustancialinenie las oportunidades de defensa y alegación, afectando negativamente los
derechos de audiencia y defensa, adema-- de coloca! en una situación de indefensión procedimental a su
representada, ya que los Tiempos procesales a los que tendría derecho son de cinco días hábiles para
manifestar por escrito su defensa, así como ocho días hábiles para presentar y/o sjolicitar las pruebas
pertinentes, contando en definitiva con trece días hábiles para ejercer plenamente el de
no tres días como sucede.

echo en mención, y

Tai vista de. lo anterior, considera que los procedimientos aplicados tanto porel
Tribunal, colocan al agente económico en una posición de indefensión, violenta
constitucionales antes dichos.

CSC como por este

idose los derechos

Finalmente, alegaron, con base en la causales previstas en el artículo 7 de Tas Disposiciones
'Transitorias del Procedimiento Administrativo y del Régimen de la Administración Publica —en adelante
DTPA , la caducidad del procedimiento administrativo sancionatorio poi haber transcurrido el plazo legal
máximo que el Tribunal posee para emitir la respectiva resolución definitiva, acotando que la pendencia
indefinida de un procedimiento administrativo, sobre todo de naturaleza sanci. materia, coloca al
administrado en una tu ave situación de ¡ncertiduinbrc láctica y jurídica, lo que constit
principio y derecho de seguridad jurídica

II. Determinados los argumentos expresados por los apoderados de la agencia tjle información ydel
agente económico, se hacen las siguientes consideraciones:

1. En virtud del principio de legalidad, reconocido en el inciso final de
Constitución "los funcionarios del gobierno son delegados del pueblo yno tienen mátfacultades que las
que expresamente les da la lev" I nese sentido, la Administración pública únicamente puede actuar sobre
la base de una norma previa que la habilite; es decii, que por esa sujeción a la ley
Administración pública se encuentra definida ydelimitada por el ordenamiento jurídico.

2. Como manifestación de la capacidad del Estado de ejeicei un control social coercitivo ante
actuaciones ilícitas de cualquier persona denominado ms ¡nmiendi del Estado- , el artículo 14 de la
Constitución reconoce la potestad de la Administración publica para imponer sanciones a las conductas
calibeadas como infracciones por el ordenamiento, Esa potestad administrativa sane
inicialmeiilc al cumplimiento del debido proceso, cuando la referida disposición en
establece que "(•••) la autoridad administrativa podrá sancionar, mediante resolución o sentencia y previo
el debido proceso, las contravenciones a las leyes, reglamentos uordenan/as (...)",

lye una violación al

ai líenlo Xd de la

, la actuación de la

onadora está sujeta
su parte pertinente

El debido proceso es un principio, según el cual toda persona tiene derecho
mínimas, [endientes a asegurar un resultado justo y equitativo dentro del proceso,
oportunidad de seroído y hacer valeí sus pretensiones líenle al juez.

De acuerdo a lo sostenido en la sentencia del 29 de mar/o de 2001, pronuncia

a ciertas garantías

> a permitirle tener

da por la Sala de lo

Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en el amparo con referencia 580-98, la aplicación del debido
proceso se traduce en la obligación de tramitar un procedimiento configurado con estr
a los postulados, principios ygarantías de carácter procesal que se derivan de la Consfi

£_

cto apego y respeto

ación, con el objeto



de garantizar que la actividad punitiva de la administración esté orientada en función de la justicia y la
segunda jurídica

La Sala de lo Contencioso Administrativo en adelante SCA de la Corte Suprema de Justicia,
en su Semencia definitiva del 08/07/2011 dictada en el proceso referencia 89-2006, sostuvo que este
principie implica un proceso en el que se respeten a tas railes iodos los derechos de naturalezaprocesal
constitucional que le asisten, entre los que destacan: el derecha de audiencia, igualdad procesal y
presunci >n de inocencia.

Así, dicha Sala reiteró que en sede administrativa el debido proceso encuentra su concreción
cuando los administrados plantean sus alegatos y tienen una real oportunidad de probarlos i
consecuentemente, son tomados en cuenta por la Administración Pública al momento deresolver. Agrega
que tam lien implica que las pruebas sean valoradas, aceptadas <> rechazadas en función de razones y
argumentos que. convenzan o no. permitan conocer el sentido de la voluntad administrativa y el juich
lógico que fundamenta el mismo, dentro del a. lo administrativo,

lo ha nía

lanío me

.i. T.n la resolución que se <ita proceso referencia 89-2006 . dicha Sala afirmó que tal cuno
infestado en reiteradas o< a liones el Derecho no ha de pugnai por la protección de las formas en
as formas, sino atender a la finalidad que las sustenta, El principio de insüumentalidad de las

formas enuncia que las formas no constituyen un fm cu a mismas «sino que trascienden la pura forma v
tienen por télesis última garantiza) la defensa en el juk i... No hay nulidad de forma, -i la desviación no
tiene trascendencia sobre las garantías esenciales de defensa cu juicio..-, fu tal sentido, advierte que los

de forma o proccdimentales no , ondi, tañan indefectiblemente lo ilegalidad del acto ¡¡nal. Así,defectos

literalmente señala que un vicio de forma acarrea nulidad del acto cuando por dicho vicio éste cara • de
los requisitos indispensables para alcanzar su Un. o cuando da lavar a la indefensión de los interesados
cu elproi edimiento. Agiega que elproi edimiento administrativo no es muí mera exigencia formalistapara
la configuración del acto, sino que desempeña una función de garantía, en tanta le proporciona al
administrado la oportunidadde intervenir en la emisión del acto que puede a/a (arle.

Ln otros términos, la Sala en mención señala que lo-. vi< ios de huma o proccdimentales solo
producen ilegalidad del acto, cuando éste se haya dictado colocando ai administrado en una situación de
indefens ón, es decir, con una disminución electiva, real \ trascendente de sus derecho,,.

ln virtud de lo anterior, la SCA afuma de forma enfática que /;<> existe ilegalidadpor la mera
omisión: deJornias, cuando el administrado ha tenido participación! en c!procedimiento administrativo,
con op, rtunidades sucesivas v reales de defensa, y ha expuesto razones de descargo ante lo
Administración,

Siguiendo el mismo orden de ideas, la SCA por medio de sentencia definitiva pronunciada el
Jl I, en el proceso referencia 183 2005, antes de determinar la procedencia o no de la irregularidad
planteada poi el demándame atribuida a la Administración pública- aclaró que las ilegalidades
5 procesal al igual que las nulidades de e.le tipo se inspiran en el principio de relevancia o

trascendíaicia de la misma, y en su oportuno planteamiento en la vía procesal. Destacando que el proceso
al igual que el procedimiento administrativo, es una herramienta que tiende a la protección de derecho, y

ón de pretensiones, procurando mantener su existen! ia hasta lograi su finalidad.

mi la misma sentencia se advierte que las nulidades pío, ¡sales aseguran al administrado una
posibilidad de defensa ante los Vicios que se puedan mam/estar a lo largo del procedimiento
administrativo, claro, aún estos vicios deben ser analizados detenidamente bajo elprincipio de relevancia
o trasca ¡/encía Je las nulidades.

20/06/20

procesal
de índol

satisface



La SCA afirma que las ilegalidades de índole procesal al igual que las nulidad» de este tipo, deben
de alguna manera provocar un electo tal que genere una desproteccióm ostensible en
administrado desprotección entendida como una indefensión indiscutible <pie cause
al desarrollo de lodo el procedimiento Vvenere una conculcación clara de losprincipios constitucionales
<¡ue lo inspiran

a esfera jurídica del

un daño irreparable

I n definitiva dicha Sala concluye categóricamente que las ilegalidades de ca
deben /andarse en un perjuicio i ont reto en Li es/era jurídica de la demandante y n
defensa de la legalidad

4. Finalmente, es importante menciona! que según lo dispuesto en el attíct lo 62 de la LPC, la
Defensoria del Consumidor esla compuesta por los siguientes óiganos de direcciói: la Presidencia, el
Consejo Consultivo, el Tribunal Sancionador, las Direcciones y Unidades Administrativas que establezca
su reglamento interno.

Tales oréanos están dolados de una sene de facultades claramente delimitad, s e identificadas por

la misma normativa. Asi. entre las atribuciones del Presidente de dicha institución, se, destacan: ejercer la

administración, supervisión general j la coordinación de las actividades de la Defensoia, la representación
judicial y extrajudicial de la misma requerir en el caso de las letras b) y d) del artículo 143 LPC— el
iniciodel procedimiento sancionatorio establecido en dicha normativa, entre otras (articulo 69 LPC).

Por su paite, con base en el aiticulo 79 de la LPC, a este Tribunal Sancionador se le atribuye
específicamente la potestad sancionadora, en ejercicio de la cual se instruyen ¡los procedimientos
administrativos sancionadores de su competencia en materia de consumo, y, luego de respetar cada una de
las etapasdel mismo, se tiene la lanilla.! de imponer S!iliciones o resolveí lo que corresponda (Art. 83 de la

LPC).

Finalmente, según lo estipulado en los artículos 108 y 109 de la normal iva en comento, la
ntre proveedores y

las denuncias de los

por actuaciones de

rácter procedimental

o simplemente en l¡i

Defensoria cuenta con un CSC. cuya finalidad es tratar de resolver los conflictos
consumidores, a través de los medios alternos de solución de controversias y, recibir

Consumidores que se consideren afectados en sus derechos o intereses legítimos,
proveedores de bienes o servicios que contravengan la ley.

III. I. Tai virtud de los argumentos expuestos, respecto de los vicios tic proc
por la agencia tic información y el agente económico denunciados, de acuerdo a lo est
final del artículo 24 de la LRSIHCP, "la Defensoria del Consumidor deberá inici
administrativo sancionador, cuando el agente económico o la agencia de infirmación de datos.

estableciendo en el

amebas y respuestas

ría del Consumido!

deberá dictar una resolución motivada dentro de los cinco días hábiles siguientes, la cual deberá ejecutarse
en el término de cinco días hábiles, contados a partir del día siguiente de la notificación de la misma

obstaculicen las funciones de información, vigilancia e inspección de la misma ( )'
artículo 25 de dicha normativa, que una ve/ iniciado el procedímiento, presentadas las
emitidas por el agente económico y/o agencia de información de datos, la Defenso

eduníeutos alegados

ifleeido en el inciso

ir el procedimiento

Al respecto, es necesario acotar, que este Tribunal, mediante una interpretación sistemática de la
ley, realizó una adecuación del procedinúenlo regulado en los artículos 24 y 25 de la LRSIHCP a la
estructura organizativa de la Defensoria del Consumidor, y de conformidad a las potestades dadas en la
LPC a los inlervimenles en el présenle procedimiento, advirtió que, el (5S<! siempre serael encargado de la
recepción de las denuncias que presente el consumid..r: asimismo, recopilará la infoiii ación que considere

pertinente, de la cual dispondrá este Tribunal para iniciar el procedimiento sancionptorio en comía del
agente económico denunciado (aiticulo (> inciso segundo de la LRSIHCP), para que, re; pecto a las garantías

i^



correspondientes, se te confiriera audiencia a las partes intervinientes de conformidad a lo consignado
en los artículos antes relacionados .) se dicte la resolución que corresponda,

"ii lo anterior se evidencia que la facultad para dictai una resolución sobre las controversias
sometida^ al conocimiento de la Defensoria del Consumidor, cu aplicación de la LRSIHCP corresponden
ser emitidas al [ribunal Sancionador, y no al CSC; ella de conformidad a laspotestades Otorgadasporel
legislador a cada órgano. Y es que. al iniciar un proceso administrativo, la potestad sancionadora
adiiiiiustialiva se traduce cu la obligación de tramita! un procedimiento configurado con estricto apego
respeto a los postulados, principios y garantías de caiactci procesal que se derivan de la Constitución, con
el objeto ie garantizar que la actividad punitiva de la administración esté orientada en función de lajusticia
y la seguridad jurídica.

I i! ese sentido, por medio de las resoluciones de admisión úe las denuncias interpuestas
Tribunal realiza una calificación de las posible, infrací iones a la LRSIHCP que se le atribuyen, en virtud
del principio de tipificación de la infracción, sin concluir queefectivamente la agencia deInformación o el
agenteeconómico hayan cometido dichas infracciones, situación que se determinará definitivamente en la
¡ase resolutiva de los procedimientos a través del análisis de la prueba que tos entes denunciados presenten
al procesó; y, de igual manera queda clara la independencia con laque este Tribunal adopta sus decisiones.
luego de ¡eguir el debido procedimiento mediante elcual se iespelen tas garantías de las partes.

Ahora bien, en relación a los plazos procesales aplicados por el Tribunal durante la tramitación
del prese ite procedimiento, es importante resaltai lo consignado en el articulo 17 de la LRSIHCP, el cual
dispone

contraríe

establecí!

considera

de la coi

principio

'La presente lev. por su caractci especial, prevalecerá sobre toda otra disposición legal que la
. es decir, no establece una remisión expresa .1 la aplicación supletoria de la legislación común.

a única remisión expresa que se hace a la I ey de Protección al Consumidor en el art. 30 inciso
tercero de la LRSIHCP es en cuanto al procedimiento paia la aplicación de las sanciones; sin embargo,
establece que ello serásin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 24y 25 de esa ley.

es que. en atención al carácter especial de la I RSII l( T no es posible aplicar de manera íntegra
as disposiciones de la I Pt . sino solamente en aquellos puntos que no estén regulados por la primera, por

ejemplo 0 relacionado al procedimiento para la aplicación de la sanción antes referido; no obstante lo
anterior este I ribunal, a electo de garantizar los derechos fundamentales de audiencia y defensa de las
paites, confirió una audiencia común con la finalidad que éstas presentaran las pinchas que estimaran
pertinentes, de conformidad al art. l I de la Constitución de la República j art. 8 de la Convención
Americaí a Sobre Derechos I lumanos, /'-/• to de San José

Ahora bien, la agencia de información alega que el Iribunal omitió dar cumplimiento a lo
oen el ai nenio 14 Jysiguientes de la I P< , \ lo dispuesto en el artículo 16 de la I.RSIHCP, porque
queel procedimiento debido, previo al procedimiento administrativo sancionador, era la solución
troversia por medio; aliemos en el Centro de Solución de Controversias, violentando asi el
de legalidad de los actosde la Administración pública.

En relación a ese punió, este Tribunal considera necesario aclara) que las partes tienen o su
disposición el derecho a Utilizar los niales alíenlos de solución de <onflictOS contenidos en la normativa
de consuno -Capitula II del Título iv . sin negar en ningún momento la posibilidadpara que entre el

»/ r el agente económico o de informan ion logren un acuerdo en insinuaos previas o, incluso.
a elprocedimiento san, t'onatorio, según lo dispuesto en el aiticulo 36de la I.RSIIICP.

1 onsumid

iniciado 1

Además, el aiticulo 17 de la I RSIHI P, dispone "Lo presente ley, por su caráctei especial,
pievola , rá sobre toda otra disposición legalque la<ontrarie ". esde« ir, no establece una remisión expresa



a la aplicación supletoria de la legislación común; en consecuencia, de confórmala i a lo expuesto con
anterioridad, en los casos tramitados por la LRSIHCP, puede aplicarse de forma supletoria la LPC, pero
siempre respetando la teleología de cada una de ellas, más aún, cuando la LRS '
regulación expresa respecto de la manera en que se inicia y resuelve el procedimiento

Por consiguiente, si bien las paites tienen derecho de acceder a los medios alt anos de solución de
conflictos, tal como consta cu el píeseme procedimiento a través del acta de avenimiento de fecha
l>)/¡ 2/2012 -folio 25- la I.RSII ICP no dispone como presupuesto procesal el agotamiento de los medios
alternos de solución de conflictos, en cuanto a la facultad administrativa sancionadora conferida a la
Defensoria del Consumidor, a diferenciade lo queocurre en el articulo 143 letras a) y
sentido, no es posible vía interpretación como pretende el apoderado de la agenc
establecer requisitos o presupuestos procesales, para el ejercicio o impulso de la aicion administrativa
sancionadora. no previstos cu la LRSIHCP y tampoco justificados en la aplicicion directa de la
Constitución.

IICP establece una

sancionatorio.

c) de la LPC. Ln ese

a de informador»!

onium4. Así, atendiendo a los principios que inspiran la Ley de Protección al C
Reculación de los Servicios de Información sobre el Historial de Crédito de la
jurisprudencia emanada de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Su|
considera que esle Iribunal no ha transgredido de forma real y electiva las gaiant
agencia de información y del atiente económico denunciados, porque como se seña
resoluciones de inicio emitidas poi este Tribunal en cumplimiento del procedimi
LRSIHCP no generan un perjuicio concreto en su es/era jurídica, o una Indefensión ii
un daño irreparable al desarrollo de todo el procedimiento debido a que las sociedade
debidamente notificadas de las referidas resoluciones, han tenido la facultad de inte
el procedimiento, teniendo la posibilidad ical yefectiva de ejercer formal ymateria
de defensa

fu consecuencia, esle Tribunal concluye que los vicios alegados por las soei
según los parámetros desarrollados cu la presente resolución, son intrascendentes respecto del caso que nos
ocupa, razón por la cual, los argumentos vertidos a través de sus apoderados, resultan insostenibles bajo la
veniente legal, doctrinaria yjurisprudencial aquí expuesta, debiendo declarar sin lugtr la nulidad alegada
en el présenle procedimiento.

IV. finalmente, respecto de la petición de lo, apoderados de S.A. de C.V.,
de ordenar la caducidad del presente procedimiento en aplicación de las DTPA por haber transcurrido el
plazo legalmente establecido para emitir ynotificar una resolución expresa, es decir, requiere la aplicación
de la citada normativa a aquellos casos que fueron iniciados cuando dicha regulación
vigencia, este Tribunal considera oportuno señalar siguiente.

En el Decreto legislativo N" 760, la Asamblea legislativa promulgó el dia 28/08/2017, la nueva
Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa -LJCA , la que entró en vigencia a partir del
31/01/2018. asimismo se promulgó el Decreto Legislativo 762, en fecha 28/08/2017, cue entró en vigencia
también el día 31/01/201 8. cuerpo legal, de carácter transitorio, que contiene disposiciones administrativas
encaminadas a facilitar la aplicación de la I..ICA y a complementar garantías de pro!
contenidas en la misma

dor y la Ley de

s Personas, y, a la

rema de Justicia, se

as y derechos de la

anteriormente, las

establecido en la

discutible que cause

denunciadas, al ser

ir activamente en

mente— su derecho

lo

iento

P'en

edades denunciadas.

no había entrado en

SCCtÓn jurisdiccional

Por lo anterior, resulta pertinente anuli/ai si es posible aplicar las DTPA a los
fueron iniciados antes desuentrada cu vigencia tic conformidad con lo previsto enel ar
non nal iva, es decir, a lodos aquellos .¡ue fueron promovidos antes del )l 01/2018.

procedí míenlos que

ÍCulo9de la referida



l'aia tal fui es necesario lomar cu consideración las disposiciones constitucionales y legales
a la vigencia tic la ley. así eomo hacer alusión a ciertos fundamentos jurisprudenciales emitidos
la de lo Constitucional cu relación con la vigencia de las normas y con el derecho a la protección
¡ccional y. finalmente, relaciona! olios casos en los que se ha establecido que los procedimientos

deben continuar tramitándose conforme la normativa procesal con la que iniciaron.

. De manera inicial, debe acotarse que cuando una nueva lev culi a en vigencia se deben observar
los principios básicos establecidos que rigen en cuanto a sus decios Cn el tiempo. Así, la Constitución de
a Rcpul lica en adelante Cn dispone en el art. 21 que 'I as leyes no pueden tener efecto retroactivo,

salvo en materias de orden público, y cn materia penal cuando la nueva ley sea favorable al delincuente La
Coiie Suprema de Justicia tendrá siempre la facultad para determinar, dentro de su competencia, si una lev
es o no ( e orden público".

relativas

por la S;

no jurisc

Del mismo modo, resulta pertinente señalar, por una parte, lo previsto cu el art 6del CC en el que
le se establece lo siguiente: "I a ley obliga cn el ten ¡loriode la República cn virtud de su solemne
icion y después de transanrulo el tiempo necesario para que se tenga noticia de ella"; v. por otra
dispuesto en el art. 9 me f del citado <ucipo legal, el cual estipula: "La ley no puede disponer

o futuro j no tendrá jamás electo retroactivo"

clárame!

promulg
parte, lo

sino parí

i, A. 1ajurisprudencia de la Sala de <onstitucional en la Inconstitucionalidad 43-2013 de fecha
22/08/2C14, afirmo que la vigencia presupone la validez e implica que las normas jurídicas son
potencia ineiiie aptas para regular las situaciones subsumibles en su supuesto de hecho. Pero este efecto
solo se produce si la norma ha sido publicada y el período de su vacancia ha concluido. Por esta razón es
que el ámbito temporal de las normas es el intervalo «le tiempo durante el cual una norma jurídica pertenece
al orden; miento jurídico y e: susceptible de sei aplicada. I a vigencia de una norma jurídica inicia desde el
momeott de su publicación o difusión oficial del cuerpo normativo que la contiene y finaliza cuando es
derogad! fu COnse< uencia, la Techa de publicación (mas el lapso de va. alio legis) determina el inicio del
"ámbito temporal de validez". A partir de ese momento es que los preceptos normativos se vuelven
jurídicamente aplicables, esto es. de obligatoria observancia.

D. Por oirá pane, la referida Sala cu la /;;, onstituchnalidad 71 2010de fecha 07/02/2014, alomo
que ante la emisión de un nuevo régimen procesal jurisdiccional o administrativo , debe tenerse cn
cuenta que dada la naturaleza de la: normas mencionadas, se consagra un principio genera] del derecho

a aplicación inmediata de las leves de esle contenido.procesal:

I

instituye
n lal sentido, el procedimiento, al ser una progresión .le actos decisorios concatenados, no si
en sí mismo como una situación inalterable smo como una secuencia jurídica que admite la

aplicación de las nuevas disposiciones instrumentales cuando éstas entran en vigencia, claro está, teniendo
en cueiil i que aquellas actuaciones que \ a se han cumplido bajo el régimen procesal anterior, sean
respetad; s y adquieran fume/a (con la finalidad de otorgar seguridad a los administrados, poi la necesidad
degeneré) estabilidad jurídica yde tomai intangibles los derechos adquiridos).

s osliene en la referida resolución, que la controversia se cencía a partir de aquellas actuaciones que
agolado al momento de entrar en vigencia una regulación del proceso o procedimiento de que se
poi supuesto, la multiplicidad de fases poi cumplir pruebas, comunicaciones procesales.

incidentes, entre otros podrían resultar afectadas, por lo que es necesario adoptar criterios para superar

no se hai

trate; y.

tales iuci leticias.



Manifiesta la citada Sala que, ante la modificación del régimen procesal jara regular proce

jurisdiccionales o administrativos, es necesario asentar pautas de cómo generar el t ánsito de legislación,
lo que idealmente debe ser consignado en la nueva le>.

En todo caso, la línea docti inai ia > jurisprudencial que define una tendencia generalmente aceptada
y con muy pocas variaciones alrededor del punto, esto es, /.-/ ley nueva relativa al triante ¡le los procesos
o procedimientos gobierna todo litigio presente o futuro y desde el mismo momento de su vigencia —en
términos generales . exceptuando aquellos iniciados bajo el imperio de la ley anteiior y algunas precisas
actividades procesales o trámites que la propia disposición excluye o somete a un tratamiento específico.

Asimismo, razona la Sala que la vigencia de la ley procesal en el lia IDO para las normas

Concernientes a la siistanciación y a la formalidad del trámite, con respecto a los términos que hubieren
empezado a correr, \ las actuaciones \ diligencias que ya estuvieren iniciadas, se rigen —de acuerdo
COfl h» linea apuntada por la lev vigente al tiempo de su iniciación.

C, También, el referido Tribunal afirmó en la sentencia de Habeas Corpus 152-2009, de lecha
07/05/2010 que si bien la regla general es la aplicación inmediata de las norma-?, y sus electos serán

desplegados hacia futuro; cu algunos casos, surgen circunstancias que. en aras de
óptima tos derechos fundamentales de los justiciables, precisan efectuar un análisis
la norma que hade aplicarse paia resolveí la cuestión, pues en algunos supuestos la a|
norma puede reñir con otros intereses constitucionales, cuya preservación requiere de una ponderación
específica, a efecto de escoger la norma que resguarde de mejor manera todos los intereses constitucionales
concernidos.

garantizar de manera

(articular en cuanto a

licación de una nueva

De lo anterioi se colige que. si bien el legislado! posee plena facultad de con Iguración normativa,

y por tal razón, cada supuesto de hecho a resolver poi las autoridades, ha de dirimirse conforme a la
normativa vigente al momento de su ocurrencia; los dictados legislativos no pueden afectar situaciones de
hecho consumadas con anterioridad a la modificación de la norma; e incluso tampoco pueden extenderse a

aquellas situaciones jurídicas no consolidadas pero que objetivamente estén prontas o inmediatas a
consumarse; pues la seguridad jurídica se ve afectada cuando la nueva ley incide ei la adquisición de un
derecho cuya situación jurídica presentaba un razonable nivel de proximidad o ¡nmii encia.

Así, en la referida resolución la Sala considero que, cu caso de suscitarse ui

el tiempo debido a la derogatoria Omodificación de una o variáis normas, las autorid i
conflicto de leyes en

ules correspondientes

deberán de aplicar la norma \ ícente al momento de resolver el asunto concreto, siem)reque, ello noaféele
la secundad jurídica de los involucrados. A ese iespecio, insistió en que la afee ación derivada de la
derogatoria de una norma podría colisionar con la seguridad jurídica, únicamente en caso de haberse
consumado materialmente el supuesto contemplado por la norma que pierde vigencia, o bien, cuando se
esté muy próximo a SU acaecimiento; pues cu materia de protección constitucional, se Salvaguardan aquellas
situaciones jurídicas definidas y no aquellas que lan solo configuran meras expectativas.

/; Del mismo modo, la jurisprudencia constitucional ha sostenido
verbigracia en la sentencia de InconstitUCionalidad 40-2009, de lecha 12/1 1/2010- que el derecho a la
protección jurisdiccional lúe instaurado con la finalidad de asegurar la eficacia de los derechos
fundamentales, al permitirle a su titular reclamar válidamente anle los entes jurisdiccionales. Trente a actos
de particulares o estatales que atenlen contra (ales derechos Asimismo, se sostuvo que la protección
jurisdiccional se manifiesta medíanle cuatro grandes iubros; i) el acceso a la jurisdicción; ii) el proceso
coiistitucionalmenle configurado o debido proceso; iú) el derecho a una resolución i e fondo, justificada >
congruente; y iv) el derechoa la ejecución de las resoluciones. A su vez, con el concepto de debido proceso
o proceso constitucionalmente configurado se quiere hacer alusión a un proceso equitativo, respetuoso a



•4.

esle 1 liliu

respecto a

los proces
hacia c

indepcu.

apoderad

aplicación

ios derechjos fundamentales de los sujetos participes, que se agrupa y se desdobla en un haz de garantías
que cobra i vigencia cn iodos ios órdenes jurisdiccionales y en las diferentes etapas de un proceso, estos
son: los derechos de audiencia, defensa, a recurrir y la presunción de inocencia

Todas esas manifestaciones de la protección jurisdiccional, tal auno se SOStUVO en la sentencia de
Amparo 1052-2008, de fecha 16/03/2011, también son predicables con todas sus implicaciones
derecho a la protección no jurisdiccional protección en la defensa poi entes no jurisdiccionales

3. Por otra parle, resulta pertinente reseñai lo ocurrido a los procesos en trámite conforme el
derogado Código de Procedimientos Civiles, en la Techa que entró cn vigencia el Código Procesal Civil y

Mercantil CPCM . Y es que, la nueva normativa contenía una disposición que definía qué se haría ion
lo.s procos >s. procedimientos y diligencias que estuvieren en trámite al momento de entrar en vigencia la
nueva ley (art. 706 CPCM). Lu olios términos, en tales casos la nueva normativa resolvía los posibles

conflictos que pudieran surgir.

Así. a partii de dicha disposición, se podía concluir que aquello- procesos contenciosos
procedimientos vanos y diligencias judiciales no contenciosas se le, continuaría aplicando la ley procesal
derogada con la cual comenzaron a li aun lace hasta SU con.. Iiisiou

A partir de las disposiciones normativas > las consideraciones jurisprudenciales antes citadas,
íal estima que líenle a la entrada en vigencia de la DI PA pueden adoptarse distintas posiciones
su aplicación. Asi. podría optarse por la aplicación inmediata de la nueva norma procesal a todos

s iniciados con posteiioridad a la entrada en \ igencia de la misma, es decir, hacer una aplicación
uro, o aplicar la nueva lev a todos ios casos que se encuentran actualmente en trámite, con

ia de la fecha tic su inicio, que es ba acámenle la postura adoptada y propuesta por los

de . S.A. de C.V. Y es que. los referidos profesionales solicitan la
del artículo 7 de las I>I PA al proceso iniciado en contra de su representada por la señora

es )S

ful

lene

(VS

Bi

vigencia djc
mismo momento

bajo el ¡m

ese orden de ideas, esle Tribunal estima que el Cl ilci 10 que .Jebe aplicarse líente a la enlrada cn

las i >i PA es que estas gobiernan o deben aplicarse a lodo litigio presente o futuro y desde el

de su vigencia en términosgenerales . exceptuandoaquellosprocedimientos iniciados
«rio de la ley antet ioi,

Ello, cu virtud de que dichas disposiciones transitorias no establecieron de qué manera serían
aplicadas ina vez entraran cn vigencia, es decir, el referido decreto omite regula] expresamente si seia
aplicable , los procesos iniciados ante de >¡.. ntrada en vigencia o si estos deberán concluir conforme a la
normativa procesal con la que fueron mi. iados. En otros términos, el citado decreto no determina si las

I) I PA scnin o no aplicable- a los procesos ya iniciado, a la leí ha en que entró cn vigencia dicha normativa
(31/01/20 8)

Per otra parle, debe acolarse que la I PC, SÍ bien dispone la obligación de resolver sobre los
procedimimtos sometidos a conocimiento de este I ribunal, no establece un plazo máximo de tramitación,
ni incorpora disposición alguna relativa a la fiema de la caducidad como modo de extinción del proceso
que tiene ugar cuando en él no se cumple acto de impulso alguno durante los plazos establecidos poi la
ley.

uñado a lo antes acotado, debe lomarse cn cuenta que en el procedimiento administrativo

ir cuya tramitación está conferida a este Tribunal concurren dos intereses en juego: el del
o presunto infractor y el de los consumidores, en cuya protección ejerce el Estado su poder de

A

sancionad,

denunciad

imperium.
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Iemendo en cuenia lo establecido cn las citadas disposiciones transitorios y ponderando los
une, eses en juego, esle Iribunal eslima que no procede la aplicación de los plazos esta dccidos en las DTI

ule su Incumplimiento caducidad a casos niciados antes de lay la consecuencia jurídica previ íta ai
vigencia de las mismas I n consecuencia, los pi ocediinientos administrativos stncionadores que se

uentran en trámite, es decir, aquellos ya iniciados al momento de la entrada en vigencia de aquellas.

deberán seguir tramitándose hasta ti terminación, de conformidad a lo establecido en la 1.PC

Yes que, la aplicación inmediata de las citadas disposiciones implicaría la terminación masiva de
expedientes que, en muchos ecos, están en Tase de re olucrón fiáal loque, en definitTvji. afectaría el derecho
del administrado a obtener una res.,luí ion motivada \ congruente -como inanit
fundamental a la protección no jurisdiccional . pues la solicitud del abocado de la ||roveedora busca que
tales disposiciones se apliquen de manera automática, sin considerar que con dicha i
afectarse los intereses de los consumidores

Además, este Tribunal esta obligado arespetar los derechos fundamentales e
la persona, de manera que estos no resulten lesionados por actuaciones arbitrarias
Por ello, se debe velar porque iodo procedimiento administrativo que pueda finalizar
algún tipo de sanción, se lleve acabo de forma objetiva, teniendo como finalidad la

S.A. de C V.y

de C.V.. aquienes se les atribuyen las conductas que encajan presuntamente en las
en los artículos 2X letras a), c) e i) tic la I.RSII KT

ílerpretación podrían

ntereses legítimos de

fle la Administración

con la imposición de
solución más justa v

acorde a la verdad de los hechos investigados, objetivo que puede alcanzarse sustanciando hasta su
completa terminación los procesos que ya se encuentran en trámite

Asimismo, no exisle duda respecto a laaplicación de las DIPA a los procesos
Bvez eslas entraron en vigencia, es decir, a aquellos que lueron promovidos

31/01/201X, sin embargo, se reitera, que este'Tribunal estima que no esta habilitado p
a los procesos iniciados previo asu entrada en vigencia, puesto que el decreto en re
que sus electos se retrotrae!uin a los pr
para incidir en los misinos y, ademas, poique tal interpretación afectaría el cúmulo de
yque se encuentran pendientes de emitir una resolución deliniliva, dejando en pos
consumidor

Desde esa perspectiva >sobre la base de lo expuesto en párrafos anteriores, no es posible la
eaeion de las D1PA en el caso que nos ocupa, pues el mismo lúe iniciado por tste Tribunal en fecha

30/01/201.! en contra de la sociedade •
infracciones previstas

que se hayan iniciado

con posterioridad al
iraaplicar las mismas
ciencia no determinó

rocesos en trámite, es decir, no incorporó uní habilitación expresa
procesos ya iniciados
ción de desventaja al

Ln tal sentido, el presente caso debe continuar tramitándose conforme a la
acuerdo a la cual fue iniciado, v este rribunal debe declarar mu tugar la solic
apoderados de CA.det

Decidido te anterior, yen vista que ha concluido el tráátite ^procedimiento], sin que se encuentren
pruebas pendientes de practicar, es procedente continuar con el análisis de fondo.

II. INI I RVIMIsNTl.S

normativa procesal de

tud efectuada por los

Consumido! denunciante:

Agente económico y
Agencia de información
denunciados:

I)

2)

S.A.deC.V.

.S.A.deC.V

III. IIKCllOSDIsNlINClAnOS

La denunciante manifestó que a principios de noviembre 2012 le denegaron su solicitud de crédito poi
encontrarse siendo repollada en la base de datos de la agencia de información poruña mora

í
ti



provenía!

económi

agente

ninguna

te de tres supuestas linea., de teléfono celular que adquirió en mar/o de 201 1con el agente
en virtud de ello, presentó su reclamo en lecha 2K/11/2012, haciendo entrega el

iionuco el día 15/10/2012 del finiquito en el que se hace constar que efectivamente uo tiene
menta pendiente con ellos

ce >

IV. PRETENSIÓN PARTICULAR

l a denunciante solicitó, en el CSC, que borren su historial crediticio de moiosa de la base de datos de la
agencia de informat ¡ón yque no (¡ene ninguna cuenta pendiente con va que nunca contraté tas 3
líneas de teléfono celulai cuya titularidad leatribuyen

V. INFRACCIONES ATRIBUIDAS

') Al • S.A. de C.V., las infracciones COnsÍ¡ nadas en el artículo 28 de la
I <\v de Regulación de losServicios de Información sobreel Ilistorial de <¡rédito de las Personas
-en adelante LRSIHCP- -, letras

poi desatendet las solicitudes del consumidoi o cliente de rectificación, modificación o
cancelación de dalos personales;

por proporcionar, mantenei y transmitii dalos de los consumidores que no sean exactos o
veraces; y,

2) A • S.A, de C.V. las infracciones establecidas en el
articulo 28de la LRSIHCP, letras

c) por mantener información del historial crediticio desactualizada; e,
i) por proporcionar, mantener y transmitir dalo, de los consumidores o clientes que no sean
evii f >s o veraces.

a)

Durante el plazo de audiencia otorgado, el apoderado de S.A. de C.V.
contestó en sentido negativo la audiencia conferida folios 52-33 . manifestando que los reportes
únicamente reflejan la información que le es suministrada por los agentes económicos, y que, cn
consecuencia, no es responsable de la Falta de actualización de la información o de si la misma es exacta o
veraz; además, alegó el irrespeto e inobservancia al debido proceso, argumentos resueltos en la parte inicial
de la presente resolución.

Por su parle, la apoderada de s.A. de C.V. escritos 48-53 y 63-66
señaló que. no es cierto que su mandante haya cometido las infracciones reguladas cu la LRSIHCP,
agregando que solicitó ala agencia de información laree ación del historial crediticio de la denunciante
actuando <le forma diligente y conforme a derecho, poi lo que no incurrió cu incumplimiento alguno.
Además, i

no haba a

documenti

razón por I

la Kepúbli

VI. CON IT.STAC ION DE LAS PROVEEDORAS DENUNCIADAS

idicó que su mandante lúe sorprendida en ai buena le. ya que, ¡a -aioia '
Iquuido los servicios que sirvieron de base para los reportes objeto de reclamo, a pesa que la
cion contractual que se encuentra cn sus archivos, en apariencia fue suscrita en debida forma.
acual, procedió a interponer una denuncia sobre averiguar poi estafa ante la Fiscalía General de
a, con el objetivo que sea dicha institución la que investigue y determine si existe delito que

perseguir ¿y se deduzcan responsabilidades, cn virtud de ello, solicitó la absolución definitiva de su
mandante

Finalmente
un

resolución

i naves de I... referidos escritos, alegaron la nulidad del procedimiento y
posteriormente la caducidad del mismo, alegatos que han sido resueltos cu la parle inicial de la pres

VIL SOBRESEIMIENTO
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A. Eñ primó lugai. debe achilarse que la LRSIHCP contempla una seré de obligaciones j
prohibiciones dirigidas a los agentes económicos j alas agencias de información en
la información crediticia, quienes al infringirlos pueden ser sujetos de sanción. En
inciso segundo de la LRSIHCP, confiere la potestad administrativa sancionadora
Consumido) por medio del Tribunal Sancionador, para que este aplique las sanciones
dichas infracciones.

Sin embargo, tal como lo ha sostenido este Tribunal Sancionador en anteriores resoluciones verbigracia
en la resolución de Sobreseimiento 1232-13 de lecha jy/06/2018 , en el procedimiento administrativo

elación al manejo de

tal caso, el artículo 6

a la Defensoria del

que correspondan por

sancionador no existe legitimación pasiva cuando la persona aquien se le imputa el
es la responsable de su comisión; es decir, cuantío los hechos que se reputan au
atribuirse al sujeta denunciado.

B. f.n esc contexto, este Tribuna! considera oportuno analizar delalladamente|lo ocurrido en el caso
concreto.

a) El día 28/09/2012, el depai lamento de aclaraciones del agente económico
S.A. de C.V. emitió caria de respuesta al reclamo presentado por la denunciante en la que le

informan que luego de analizar su caso yde realizar las respectivas investigaciones, '
el servicio no le (ue entregado, por lo cual procederían con la depuración del saldo
los siguientes 15 días hábiles, indicándole que posterior a ese pla/o podría pasar
finiquito, disculpándose por los inconvenientes ocasionados (lobo 7).

hecho denunciado no

¡jurídicos no pueden

han determinado que

de $I8X K5 dentro de

i retirar el respectivo

b) El día I5/10/20 I2, S.A. de C.V, a través de su je
créditos, emitió el respectivo documento de cancelación en el que se hace constar l)ue la denunciante se
encomiaba solvente de los servicios contratados con dicha empresa, registrado al nu ñero con terminación
tu consignando cu la parte final una ñola en la que literalmente estable

e de departamento de

:ían: retiro de buró 3

días hábiles de mora actual i deuda comercial opartir de la fecha de solicitud (folio ó)

C) Asimismo, el día I5/10/2012 .S.A. de C.V. envió un correo electrónico
desde la cuenta a. laro.com.sv al contacto de la agencia de información denunciada, a través
del cual solicitó la actualización de los datos de lo. clientes ahí consignados en los minos de deuda actual
ehistórica poi estar solventes con la empresa, entre los cuales se encontraba el non bre de la denunciante
(lobo 14).

d) El 14/1 1/2012, la señora presentó denuneip en la oficina Plan de
La I.acuna de la Defensoria del Consumidor, en contra de las sociedades , S.A., y

S.A. de (:.V. por posibles infracciones a la Ley de Kcgulac ón de los Servicios de
Información sobre el Historial de Crédito de las Personas (I KSIIICP). solicitando la aplicación de los
medios alternos de solución de controversias conforme a lo establecido en el artíci lo 36 de la LRSIHCP
(folio S).

e) El 04/12/2012, la agencia de información emite respuesta al requeriniiento de información
realizado por el t SC mediante nota de folio 9 en el que señaló que la señora
saldo por mora actual o histórica poi parle del agente económico denunciado, ad
informe de Techa ©5/12/2012, en el que seconsignó que en el rubro de Resumen de
del sector servicios poseía un total de 2obligaciones de tipo Cartera telefonía con un
información que es congruente con la detallada en los rubros de histórico de obligaa
ysaldos ycupos obtigai iones . erradas directas (tobos 10-14)

d) Posteriormente, el día 19/12/2012, se celebro audiencia en la que los proveedores dieron po'
resuelto el caso en los siguientes términos: la agencia de información manifestó que la señora

no présenla repolle alguno poi parle de -S-A. de C.V
c

13

f

untando el respectivo

•mentas/Obligaciones
estado de Cancelada.

mes cerradas directas

por su parte, el agente



co denunciado presentó escrito en el que informó sobre la petición de rectificación de datos que
i agencia de información, además, instó a la denunciante a que se pieseni.ua ante las autoridades

(ompeteutes a presentar su respectiva dcnuneía poi el USO fraudulento de sus doeiiineulos y posible
falsificación de fuma, mostrando la denunciante su conformidad con la respuesta blindada por ambos

es, dando asi solución satisfactoria a la controversia.

económi

realizó a I,

proveedoi

Finalmente, el día 21/01/201 I, el esc remite a este Tribunal el expediente con toda la
información recabada, para que se dé inicio al procedimiento correspondiente.

En ese contexto, en el cas., en análisis, la pretensión de la denunciante expresada en el <s<' es
(veedoras procedan a eliminar los dalos negativos de su historial de crédito proveniente de 3
lomea, cuya titularidad no reconoce. \-u tal sentido, se agregó al procedimiento seguido en el
cumenlo de cancelación de lecha 15/10/2012, el respectivo Informe de Techa 05/1 ?/?Ol 2, c| cua¡
eporte negativo poi parte del agente económico denunciado s.A. de
resolución satisfactoria a la controversia de la denunciante en acta de avenimiento de fecha

l (folios6, 12-13 y 25).
esc sentido, de la documentación incorporada al procedimiento seguido en el esc. se

comprueba que ala fecha de presentación de su denuncia, no existían los dalos negativos objeto de reclamo,
pues ya habían sido rectificados poi parte del agente económico denunciado en la base de datos de la
agencia de inhumación; por consiguiente, no se le puede atribuir a esa lecha a s A
de C.V. utta responsabilidad por desalende, las solicitudes del consumidor o cliente de rectificación,
iiií ir t. í if"i/-1 An .-, #~,,i,í..,l.i.-'..'... .1., .1... _t ... ...ion o cancelación de datos personales y por proporcionar, mantener y transmitir datos de los

res que no sean exactos o veraces, ni a s.A. de ('. V. una responsabilidad

modificac

consumid.

por mante icr la información del historial crediticio con información desactualizada j por proporcionar.
mantener y

En

transmití! dalos de los consumido! es que no sean exactos o veraces.
razón de lo anterior, este fribunal se en< uentra Imposibilitado de emitii un pronunciamiento de

fondo sobie la controversia planteada,
de legali.
decisión (T:

d: poi consiguiente, procede concluir el procedimiento de forma irregular y anticipada a una
fondo. Por lauto, se debe sobreseer a |. S.A de ( .V.. ñor las posibles

S.A. de

debido a que la administración pública debe someterse al principio

¡nfracciom s establecidas en el artículo 28 letras a) e i).le la LRSIHCP 5a
C.V.. por I

el denunciante
ts posibles infracciones establecidas en el artículo 28 letras c)ei)de la i RSIHt Tatribuidas po,

Vil. DECISIÓN

Sobre la bs se de lo expuesto anteriormente,) con fundamento en los artículos 86 inciso terceroy 101 ¡ñ
secundo de la Constitución de la República: articulo o inciso segundo, .'o maso segundo, 23, 2'!. 25, 28
leí,as a), c,, c i)y 30 letra a) de la I ev de Regulación de los Servicios «le Información sobre el Historial de
Crédito de las Personas, este Tribunal RESUELVE

"> Sobreseerá s.A de C.V. po, las infracciones al artículo 28 letrasa)e
i)de la LRSIHCP.

hj Sobreseer a

5IHCP.¡) de la LR

O

comunicas

para el mis

S.A. de C.V por las mll.ie. icUCS al allí. ule. 28 letras C) e

lomar nota rM luoar señalado ñor los licenciados

ón. .\-.\ como, de las persona . que los licenciados
no fin.

p.ua efectos de recibir actos de

comisionan



d) Nolilicaí esta resolución a las parles mtei vinieulcs y al Centro de Solucic nde Controvers
la Defensoria del Consumidor.

INFORMACIÓN SOBRE RECURSO

Se hace del conocimiento de los intervuuentes, que esta resolución na admite
conformidad a la ley Reguladora de los Servicios de Información del Historial de Cféd

ningún recurso de
idito ile las Personas.

ION ADOR DI. LAPRONUNCIADA POR LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL SANC1

DEFENSORIA DLL CONSUMIDOR QUE LA SUSCRIBEN.

l

Claudia Malina Góchez Qa

Pijesidertte /
I

tillo Man.. Antonic/Eseobaí <ys&neda
Primer Vocal
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ilo ('aiijura Zelay
dundo VocaJ—""""


